
     

  
 
 

     
     
    

  
  

  
  

   
 

   
  

   
  

      
     

            
           

           
         

  
            
           

             
             

          
          

          
          

             
           
        

   

  
 

  
   

   
  

  

 

 

   
             

        

CONSULTA NUMERO 2/1991 , de 30 de abril 

SOBRE S1 ES IMPRESClNDlBLE LA ANOTACION 
DE LAS CONDENAS EN LOS REGISTROS 

DE NATURALEZA DEL PENADO 

El tema ceotral que se plantea en la Consulta es el de determi­
nar si, después de promulgada la Constitución Española de 1978, 
el único Registro ~n donde han de anotarse las condenas es el 
Central de Penados y Rebeldes, y cuyo fundamento estaría en que 
la anotación en el Registro de natura leza del penado podría vulne­
rar el derecho a la intimidad personal , especiaJmente protegido en 
la Constitución. 

La tesis de la anotación exclusiva en el Registro Central de Pe­
nados y Rebeldes tendría su apoyo, además de lo anteriormente di­
cho, en la desaparición de los Juzgados de Distrito con la Ley Or­
gánica del Poder Judicial de 1 de julio de 1985, Juzgados que de­
sempeñaban tal función en virtud del Real Decreto 2.98Sn7, de 11 
de noviembre (artículo 13 La); en la nueva redacción del artícu lo 
118 del Código Penal , y como consecuencia, en el Real Decreto 
2.012/83, de 28 de julio, sobre cancelación de antecedentes penales, 
y en la Ley de 1 de diciembre de 1980 sobre Conducta Ciudadana. 
Se añade, además, que no proceden tales anotaciones en el Regis~ 

Ira Civil por no hallarse amparadas en disposición legal alguna. 

1I 

No todas las razones anteriormente expuestas han de aceptar~ 
se. Por Jo pronto si bien es cierto que la Constitución ampara el 
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derecho a la intimidad personal (artículo 18), no lo es menos que 
todos los derechos tienen sus límites ponderando los intereses ge­
nerales, también protegidos por la norma Constitucional. 

De otro lado, la anotación en cualesquiera de los RegislTos no 
lleva aparejada «per se» una publicación indiscriminada de su con­
tenido, sino que se presenta con finalidades concretas y t"lsadas, 
que no implican necesariamente violación de la intimidad. A estos 
efectos, bay que lener en cuenta lo que dice el artículo 118 del Có­
digo Penal en su párrafo sexto: Las inscripciones de antecedentes 
penales en el Registro Central de Penados y Rebeldes no serán 
públicas. Durante su vigencia sólo se emitirán certificaciones con 
las limitaciones y garantías previstas en sus normas específicas y 
en los casos establecidos por la ley. 

El Real Decreto del Ministerio de Justicia 2.988/77, de 11 de 
noviembre, sobre organización y (uncionamien to de los Decanatos 
de los Juzgados, señala en su artícu lo 13.Q 1. que, «además de las 
funciones que se expresan en el artículo 5.Q

, corresponderán a los 
Decanatos de los Juzgados de DiSLrito: AnOlar o cancelar en el 
Registro correspondiente los antecedentes penales que remitan las 
Audiencias y Juzgados de lnstrucción, acusando recibo individual 
de las comunicaciones)}. En la actualidad, como se observa en la 
Consulta, los Juzgados de Distr ito en cuanto tales han sido supri­
midos, pero sus funciones han sido asumidas por los Juzgados de 
Primera Instancia e Instrucción o de Paz, como taxativamente de­
clara la exposición de motivos de la Ley Orgánica del Poder Judi­
cial de 1 de Julio de 1.985 (apartado V). Y ya más en concreto, el 
artículo 86 de esta LOPJ anota que, «lo E l Registro Civil estará a 
cargo de los Jueces de Primera instancia y, por delegación de és­
tos, de los de Paz, de confo rmidad con lo que establece la ley, sin 
perjuicio de lo que se disponga en ella para los demás Registros 
Civiles, en su caso». «2. La Ley de Planta determinará las pobla­
ciones en las que uno O varios Jueces desempeñarán con exclusivi ­
dad (unciones de Registro Civil , y en las ci udades en que hubiesé 
más de un Juzgado de Primera Instancia, cuál o euá les de entre 
ellos se encargarán del Registro Civil.» Por tanto, todas las funcio­
nes encomendadas a los antiguos Juzgados de Distrito relaciona­
das con el Registro Civil , se en tienden traspasadas a Jos actuales 
Juzgados de Primera Lnstancia. 

Por su parte, el artículo 118 de l Código Penal , lo mismo que el 
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Real Decreto 2.012/83 de 28 de julio, se refieren tan s610 a la can­
celación de los antecedentes penaJes en el Registro Central de Pe­
nados y Rebeldes a los efectos de no apreciación de la agravante 
de reincidencia del artículo 10.0 número l5 del Código Penal. Y la 
Ley sobre Conducta Ciudadana, de 1 de diciembre de 1990, deter­
mina que los informes de conducta consistirán en la certificación 
de antecedentes penales, con lo que parecen excluir o ignorar la 
anotación de los antecedentes penales en otro Registro que no sea 
el Registro Central de Penados y Rebeldes. 

Las anotaciones de condena en el Juzgado de naturaleza del 
interesado, como se expone en la consulta , datan de la Orden Mi­
nisterial de 1 de diciembre de ]932, expresiva de que, «UDa vez re­
caído el acuerdo otorgando la cancelación solicitada» se comuni­
cará al Tribunal sentenciador, al Juzgado de Instrucción origen del 
sumario y al de naturaleza del interesádo ordenando se cancelen y 
dejen sin efecto las anotaciones que existan en ellos». Pero el ori­
gen de tales anotaciones, a otros efectos, es más lejano. Así, en la 
vigente Ley sobre Condena Condicional, de 11 de marzo de 1908, 
se dispone en el artículo 11 que «igual testimonio -de la parte 
dispositiva del fallo y del auto en que se acue rde la suspensión de 
la condena- remitirán los Tribunales sentenciadores al Juez ins­
tructor del proceso, quien, en su caso, lo comunicará al Juez de la 
residencia del sentenciado. De igual modo, el Real Decreto de 23 
de marzo de 1908 sobre Condena Condicional dice en su artículo 
2.0 que , «al quedar extinguida la responsabilidad por haber termi­
nado el período de suspensión de la condena, el Tribunal 
sentenciador lo declarará también por auto, que pondrá en cono­
cimiento del Juzgado de donde proceda la causa y del de residen­
cia del delincuente. Y en el artículo 6.0 de este mismo Real Decre­
to se establece que, «los Juzgados Municipales (hoy de Paz) de las 
poblaciones donde no existan Juzgados de Instrucción llevarán un 
libro de registro en que consten los nombres de los penados con 
residencia en el té rmino municipal, las condiciones de la condena 
y cuantos datos sean necesarios para la debida inspección». 

1[[ 

De cuanto antecede se desprende que, en un orden legal , existen 
argumentos tanto para limitar la anotación de las condenas en el Re-
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gistro Central, comO para extenderlas al de la naturaleza del penado, 
Razón por La que la solución que , en definitiva, se acepte, estará 
condicionada por la necesidad práctica de que con la anotación se 
persigan fines concretos marcados por la ley, 

y de todos es conocido que las sentencias penales no sólo con­
llevan los efectos penitenciarios del cumplimiento de las penas y 
las civiles de la resti tución, reparación o indemnización de daños y 
pe rjuicios, sino que también comportan otras limi taciones, como 
son la privación de honores, de cargos - aun los electivos- y de 
los derechos de sufragio, efectos todos ellos que llevan aparejadas 
las penas accesorias contenidas en los artículos 45 a 47 del Código 
Penal. 

En este último sentido, el artículo 2.° 1 de la LO del Régimen 
Electoral General (LO 5/1985 de 19 de Jun io) dice que «el dere­
cho de sufragio - activo- c9rresponde a los españoles mayores 
de edad que no estén comprendidos en ninguno de los supuestos 
previstos en el artícmlo siguiente, y éste (el articu lo 3.° 1.) expresa 
que carecen del derecho de sufragio: a). Los condenados por sen­
tencia judicial firme a la pena principial o accesoria de privación 
del derecho de sufragio durante el tiempo de su cumplim.iento». 

Por otro lado, el artícwo 6.° 1. de esta misma LO establece 
que, «son. elegibles -sufragio pasivo-los españoles mayores de 
edad, que poseyendo la cualidad de elector, no se encuentren in­
cursos en alguna de las siguientes causas de inelegibil idad: 2.a) 
Los condenados por sentencia firme a pena privativa de Hbertad, 
en el período que dure la pena». 

Para la cjecutabilidad de estas limitaciones que pesan sobre el 
derecho consti tucional de sufragio activo y pasivo en virtud de 
sentencias penales firmes, la propia LO del Régimen General 
Electoral establece las actuaciones que deberán lJeva rse a cabo en 
los Registros Civiles y en el Registro Central de Penados y Rebel~ 

des. 
Así, el artículo 37 de la mencionada LO dice que «a los efectos 

previstos en Jos dos artículos anteriores - relativos a la revisión 
del censo- los responsables del Registro Civil y del Registro de 
Penados y Rebeldes, comunicarán antes del 1. de febrero a los 
Ayuntamientos, Consulados y a las Delegaciones Provinciales de 
la Oficina del Censo Electoral, cualquiera circunstancia, civil o pe­
nal , que pueda afectar a la inscripción en el censo». 
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Queda claro que a los respectivos titulares de esos Registros se 
les confía la transmisión de las circunstancias por las que, a una 
persona se le impide vo tar o ser votado. Pero hay que precisar que 
los encargados de los Registros Civiles harán constar las circuns­
tancias de orden civil, y el de l Registro de Penados y Rebeldes las 
circunstancias penales. 

Aun habiendo apoyat ura legal para la solución apuntada, 
existe, además, otra razón de índole práctica que aconseja ser 
transigente ante supuestos en que fa lte o no se acepte la inscrip­
ción de las sentencias condena torias penales en los Registros Civi­
les. Se trata de la variabilidad de la situación penitenciaria de l pe­
nado, que puede reducir su condena aprovechándose de los varios 
beneficios pen itenciarios, lo que daría lugar a múlt iples anotacio­
nes sucesivas para refl ejar exactamente, en cada momento, la si­
tuación dando un trabajo extra a ta les Registros. Trabajo que, ade­
más, sería inútil por duplícidad, ya que todas esas circunstancias se 
hacen constar expresamente y con toda minuciosidad en el Regis­
tro Central de Penados y Rebeldes. 

En consecuencia, en la fase de ejecución de sente ncias pena les, 
no será imprescindible pedir la anotación de condena en los Re­
gistros de los Juzgados de naturaleza, sino que será suficiente con 
controlar celosamente su anotación en el Registro Central de Pe­
nados y Rebeldes. Pero si el Juez o Tribunal sen tenciador, basán­
dose en los preceptos antes citados, o rdena la inscripción de la 
sentencia en el Registro de naturaleza del procesado, el Fisca l no 
se deberá oponer a ello. 
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